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1. PREÁMBULO 

El magnífico trabajo realizado por la Coordinación de Com­

pilación y Sistematización de Tesis de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación nos brinda un panorama general acerca 

del tratamiento a la discapacidad tanto a nivel nacional como inter­

nacional, así como los antecedentes del caso que en este asunto 

se trata, por lo que entraré de lleno al anólisis de la sentencia. 

2. LA SENTENCIA DE LA CORTE 

Después de un largo recorrido ante tribunales de diferentes ins­

tancias, una persona que padece el síndrome de Asperger pra­

movió juicio de amparo indirecto por considerar que los articulos 

23 y 450, fracción 11, del Código Civil para el Distrito Federol 

• Investigadoro del II1s1 (uto de Investigaciones Jurídicas de lo UniverSidad NOCional Autónomo 

de México 
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144 MODELO SOCIAL Ile DISC\P,A,CIDAI) 

son contrarios a las numerales lo., 30. y 24 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanas, así como de los ar­

tículos 4,5,8 Y 12 de la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad. La Suprema Corte, en su estudio 

de fondo, consideró que los argumentos vertidos por dicha per­

sona eran fundados y, por tanto, idóneos para otorgarle el 

amparo y protección de la Justicia de la Unión. 

El Alto Tribunal en su fallo, abordó en primer término el es­

tudio del marco teórico jurídico de la discapacidad baja la 

doctrina de los principios de igualdad y de no discriminación. 

Más adelante, procedió al análisis del estado de interdicción en 

el Distrito Federal, a la luz de la doctrina previamente desarro­

llada en materia de discapacidad y, finalmente, se abocó a un 

estudio para fijar los alcances de las normas impugnadas. Este 

último apartado lo dividió en la fijación de los límites del estado 

de interdicción en cada caso concreto; informes sobre los posi­

bles cambios en la discapacidad de las personas; asistencia en 

la tamo de decisiones; lineamientos para la constitución del 

estado de interdicción, y directrices para la interpretación del es­

tado de interdicción en el Distrito Federal, para finalizor con los 

efectos de la sentencia. El Ministro José Ramón Cossío formuló 

un voto particular disidente que también fue incluido en este 

folleto. 

En mis comentarios seguiré el orden marcado por la senten­

cia; por razones obvias no repetiré textualmente el contenido del 

fallo y sólo haré hincapié en algunos de sus argumentos. También 

me referiré a las dos convenciones internacionales que han 

marcado el cambio de percepción frente a la discapacidad; la 

Convención Interamericano para la Eliminación de Todas las For­

mas de Discriminación contra las Personas can Discapacidad y 
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lo Convención sobre los Derechos de los Personas con Discapa­

cidad, can referencia a la Declaración Interpretativa que el Go­

bierno Mexicano formuló a este documento. Siguiendo el orden 

de la sentencia, presentaré un análisis de la regulación de la inter­

dicción y de la tutela en el Código Civil para el Distrito Federal 

vigente con algunos textos que no están mencionados en lo sen­

tencia, pero que dada su importancia consideré deberían ser inclui­

dos en estos comentarios Y, por último, comentaré el voto particular 

del Ministro José Ramón Cossío y presentaré mis conclusiones. 

3. MARCO TEÓRICO JURíDICO 

Y LAS CONVENCIONES INTERNACIONALES 
SOBRE LA DISCAPACIDAD 

La sentencia de la Corte inició su análisis can la presentación de 

un marca teórica jurídica de la discapacidad baja la doctrina 

de las principias de igualdad y de no discriminación, en virtud de 

que la regulación jurídica, tanta nacional coma internacional, 

tiene cama finalidad, evitar la discriminación hacia ese sector 

social y, en consecuencia, prapicior la igualdad. La Primera Sola 

se refirió expresamente a la evolución lingüística y cultural del 

término discapacidad yen cÓmo este avance se ha visto reflejado 

en los diversos modelos que la doctrina ha creado para atender 

a quienes padecen alguna discapacidad; prescindencia, reha­

bilitador y médico, hasta llegar al llamado social. Este último 

modelo reconoce que las limitaciones de los discapaces son 

producidas por las deficiencias de la saciedad al momento de 

prestar servicios o estas personas y de asegurarles que sus ne­

cesidades serón tomadas en consideración y sus derechos fun­

damentales reconocidos. 
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146 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis­

capacidad, citada en la sentencia, prescribe que los Estados deben 

velar por establecer las medidas necesarias para garantizar el 

respeto a los derechos, voluntad y preferencias de la persono con 

discapacidad, buscar que no exista conflicto de intereses ni influen­

cio indebida y que tales medidas sean praporcionales y adap­

tadas a lo persona; además, deben garantizar que las medidas 

se apliquen en el plazo más corto posible y estén sujetas a exá­

menes periódicos par parte de una autoridad, un órgano judicial 

competente, independiente e imparcial.' La Corte insistió en 

reconocer a esto Convención como la adopción normativa del 

modelo social, ya que posee plena fuerza vinculante al haberse 

adoptado en la normativa de nuestro país. 

Fue por demás oportuno que la Corte elaborara ese marco 

teórico, ya que el tema de la discapacidad había sido, por largo 

tiempo, desatendido por la sociedad y, por ende, por el Dere­

cho, tanto internacional como nacional. La discapacidad fue 

vista, por mucho tiempo, sólo como un incidente que rompia el 

equilibrio y la armonía previsibles como normales en el ser hu­

mano y considerada como un elemento perturbador en la esfera 

personal, familiar, social y legislativa.' Sin embargo, esta concep­

ción ha evolucionado gracias al avance del conocimiento cien­

tífico y el reconocimiento de los derechos humanos. En principio 

fue la doctrina la que se ocupó de los cambios conceptuales y 

de elaborar modelos útiles paro identificar los distintos tratamientos 

1 Artículo 12 de lo Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
2 Voz: "Discapacidad", Luis Gonzólez Morón, Enciclopedia de Bioderecho y Bioética, Tamo 1, 

Dirigido por Carlos María Romeo Cosabona, Cátedra Inleruniversitoria de Derecho y Genoma 
Humano, Fundación BBVA, Diputación Forol de Bizkoio, UniverSidad de Deuslo, Universidad del País 
Vasco, Granda, 2011. 
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COMENTARiO DEL INSTITUTO DE INVES1IGACIONES JURIDICAS DE LA LI~A,V, 

que la sociedad ha dado a quienes padecen algún tipo de 

discapacidad. 

El adoptar conductas tendientes a separar y a ocultar o, en 

casos extremos, a prescindir de quienes no gozaban plenamente 

de sus facultades mentales o padecían algún otro tipo de disca­

pacidad, fue una constante. Esta actitud generó que las personas 

con discapacidad hayan sido invisibles para las sociedades a lo 

largo de la historia. Esta relativa invisibilidad les ocasionó una 

segregación de las actividades cotidianas de la sociedad y pro­

vocó que sus derechos se vieran vulnerados de distintas maneras: 

exclusión de los sistemas generales de educación, del mercado 

laboral o su institucionalización involuntaria y, en no pocos casos, 

a la total ignorancia hacia su autonomía. Todas estas conductas 

sociales se han agrupado por la doctrina en el conocido como 

"modelo de prescindencia"3 

Otro modelo es el denominado "médico", para el cual las 

causas de discapacidad son médicas; por tanto, la persona que 

padece algún tipo de discapacidad requiere de tratamientos 

específicos para ser rehabilitada. Esta concepción dio lugar a 

que en la década de los años sesenta del siglo pasado, las po­

líticas públicas propiciaran que las personas con discapacidad 

fueran atendidas y protegidas. Bajo este modelo, las primeras 

leyes relacionadas con la población afectada de discapacidad 

se concentraron mós en la creación de protecciones que en la 

defensa de derechos. Preocupados por prestar atención y asis­

tencia sanitaria, los Estados encauzaron sus acciones a fin de 

, Pma ver modelos mós específicos lomo funcionales, de atribUCión directa, de atribución indi­
recta, de apoyo y otros. ver Boroffi Francisco, Capacidad juridica y discapacidad, un estudiO de 
Der-echo Comparado a lo ¡Ul de Jo Convención Inlernocronol sobre los Derechos de las Personos con 
Drv:opocidod, Argentino, cuaderno de trabaio 1, Robert J Palacios editor, 2008. 
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148 MomiO SOClf\L DE DISCAPACIDAD 

modificar y reformar la política de atención a la salud' y continuar 

con las instituciones que el derecho civil había practicado por 

siglos -desde el derecho romano- para lo protección y repre­

sentación de los discapacitados. 

Los políticas tradicionales destinadas o la discapacidad han 

abrevado exageradamente de lo concepción médico o, lo que 

es peor, nos dice Luis González Morón, en aspiraciones carita­

tivos. Los personas con discapacidad son consideradas como 

débiles y, por tonto, merecedoras de caridad. Estos políticas no 

han senvido sino para reforzar el estereotipo de que los personas 

con discapacidad son dependientes e incapaces de realizor 

actividad alguna 5 

Pero el "modelo médico" también ha sido superado. Lo evo­

lución de las ciencias de lo salud nos ha dado luz paro entender 

que lo discapacidad no debe ser vista más como un concepto 

total y cerrado (visión adoptado hasta mediados del siglo posa­

do), sino por el contrario, como uno situación derivado de gran 

variedad de condiciones que comprometen lo habilidad de los 

personas para entender los hechos que se les presentan, para 

estar en condiciones de tomar decisiones lo más carrectas po­

sibles y para evitar consecuencias que afecten sus derechos o lo 

salud, seguridad y bienestar. 

Los contextos pueden ser ton variados como situaciones 

pasajeras derivados de episodios transitorios de inconsciencia 

o la consecuencia de intervenciones quirúrgicas, accidentes o 

enfermedades reversibles que pueden afectar temporalmente 

-, Voz: 'Discapacidad", Luis Gonzólez Morón, EnCiclopedia de Bioderecho y Bloético, Tamo 1, op. Cit. 
ó Jdem 
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a las personas en sus facultades mentales, necesarias para ejercer 

su autonomía. Par el contraria, hay otros casos en que la afec­

tación a la salud puede ser grave y definitiva, pues se presentan 

desórdenes mentales profundos e irremediables como la Corea de 

Huntington. 

El síndrome de Asperger, especie de autismo, que aqueja al 

promovente del amparo, se caracteriza por ser un trastorno del 

desarrollo mental, el cual genera en quien lo padece dificultades 

para comprender los sentimientos de los demás, así como para 

interpretar lenguajes corporales no verbales; presentan una inflexi­

bilidad cognoscitiva y de comportamiento; sin embargo, no mues­

tra retrasos en el uso del lenguaje o de las habilidades motrices y 

su aspecto e inteligencia son normales o incluso superiores a la 

media. Caso especial es el de las personas dependientes del 

alcoholo de estupefacientes quienes, si no se rehabilitan, care­

cerán del entendimiento suficiente para ejercer su autonomia. 

Además, el afortunado alargamiento de la esperanza de vida 

ha dado pie a la aparición de padecimientos mentales propios 

de la vejez. La demencia senil o el Alzheimer son trastornos re­

lacionados generalmente con la edad avanzada que no aparecen 

de un momento a otro, sino que se desenvuelven de manera 

gradual. A partir de estos datos es necesario cuestionarnos: ¿De­

bemos declarar a un adulto mayar incapaz sólo por su edad? 

¿Debemos incapacitarlo de manera total? ¿Se debe tratar jurí­

dicamente igual a quienes se olvidan de ciertos acontecimientos 

que a quienes no recuerdan ni su nombre? Tomar conciencio 

sobre esto circunstancia no es un problema menor si advertimos 

la inversión de la pirámide demográfica que colocará a los viejos 

en una franja cada vez más ancha con respecto al resto de la 

poblacián en un futuro cercano. 
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150 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

El reconocimiento de la variedod de circunstancias que nie­

gan a una persona la posibilidad de autogobernarse, nos remiten 

al cuestiona miento de cómo se deben defender sus derechos. 

La sociedad debe visualizar con otra mirada a quienes padecen 

alguna discapacidad, darles la atención que merecen y recono­

cerles sus derechos, que no son diferentes ni especiales al del 

resto de la población, pero que sí difieren respecto a la forma 

en que deben ser ejercidos. 

Es de llamar la atención que a pesar del desarrollo de los de­

rechos humanos después de la Segunda Guerra Mundial, las 

personas con discapacidad no se habían visto beneficiadas por 

el sistema de protección de los derechos humanos de las Na­

ciones Unidas. No fue sino hasta la década de los años sesenta 

del siglo pasado, cuando organizaciones de personas con dis­

capacidad empezaron a hacer notar la situación de discrimi­

nación en que vivían y trabaiaron para ser vistos no sólo como 

personas vulnerables, sino como individuos que pretendían que 

los derechos reconocidos al resto de la población lo fueran tam­

bién para ellos. 

El resultado de múltiples esfuerzos se vio reflejado en la 

Convención Interamericano para la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad,6 

documento internacional elaborado con el propósito de que los 

Estados se comprometieran a implementar las medidas necesa­

rias para erradicar la discriminación en contra de las personas 

con discapacidad. 

6 Adoptada el 7 de junio de 1999 y firmada por México el día siguiente. Aprobada por el Senado 
de la República el 26 de abril de 2000 y publicado en el DIorio Oficiol de lo FederaCIón el 12 de 
marzo de 2001. 
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Más tarde se concretó la Convención sobre los Derechos de 

las Personas con Discapacidad,' primer tratada internacional 

de Naciones Unidas que protege directamente a las personas 

con discapacidad. Entre los objetivos de este tratado se encuentra 

la promoción, protección y aseguramiento del goce pleno y, en 

condiciones de igualdad, de todos los derechos fundamentales 

de las personas con discapacidad. La Convención adoptó el 

modelo social de atención, el cual reconoce que es la sociedad 

la que debe adaptarse a las necesidades de las personas. En vista 

de esta conclusión, el Estada es el responsable de eliminar aque­

llas barreras creadas socialmente que impiden a las personas 

con discapacidad gozar de un igual respeto y disfrute de sus 

derechos humanos. 

Entre esos derechos, la Convención hizo hincapié en el ne­

cesario reconocimiento de la autonomía que permita a las per­

sonas con discapacidad, de acuerdo a las circunstancias, tomar 

las decisiones que les puedan afectar8 y, por ella, dentro del 

"modela social" se adaptó el "modela de asistencia en la tamo 

de decisiones". Este modela supera con mucho al "modelo de 

sustitución en la toma de decisiones", par el cual la persona 

pierde el derecho a decidir todo lo relativo a su propia vida. 

En cambio, el "modelo de asistencia" apoya y defiende los 

derechos de las personas, así como sus puntos de vista; además, 

incentiva a la persona para participar y asumir responsabilida­

des. Otra de los aciertos del Tratado fue el recanocimiento de 

que la discapacidad puede presentarse en distintos grados y 

periodos de tiempo variables, por ello insistió en la necesidad 

, Adoptado el 13 de diciembre de 2006 y firmado por México el 30 de rllOrZO de 2007 con uno 
cláusula interpretallVo, aprobado por el Senado el 27 de septiembre de 2007 y publicado en el 
Orario Oficial de lo Federación el 2 de moyo de 2008 

" Idem 

151 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
          www.juridicas.unam.mx                                                                    http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Suprema Corte de Justicia de la Nación



152 MODELO SOUA.L DE DISCAPACIDAD 

de realizar exómenes periódicas a las personas poro detector las 

cambios ocurridos en la discapacidad detectada. 

Es un hecho conocido que nuestro país participó en la re­

dacción de la Convención,' la cual fue aprobada el 13 de di­

ciembre de 2006 por la Asamblea General de Naciones Unidas. 

México firmó el tratado el 30 de marzo de 2007 y fue enviado 

al Senado de la República para su ratificación. Esta instancia lo 

aprobó, pero suscribió una Declaración Interpretativa al pórra­

fa 20. del artículo 12. El Dictamen emitido por las Comisiones 

Unidas de Relaciones Exteriores expresó que respecto de la capa­

cidad jurídica en igualdad de condiciones y el establecimiento 

de salvaguardias necesarias para la protección de los derechos de 

las personas can discapacidad, México contaba ya can salvaguar­

dias adecuadas para la protección de las personas con disca­

pacidad y puso de ejemplo la tutela. 10 El Dictamen consideró a 

este instrumento como el adecuado para reforzar la protección 

de los derechos de las personas con discapacidad." 

La Declaración Interpretativa se dictó en los siguientes 

términos: 

J Poro conocer cuál fve lo participaCión de México en la redacción de lo Convención, ocudir a 
Gonzólez Romos, Alonso Korim, Capacidad iuríJico de las personas con discapaCidad, colecuón 
'20 AniverSOrlO de los Derechos Humanos un compromiso de todos', MéXICO, Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, 2010. 

"Senado de lo República, Gaceta, Dictomen de las Comisiones Unidos de Relo("ione~ Exteriores, 
organismos Illtt'lnocionole~ y de Atención a Grupos Vulnerables, que contiene pr-oycdo de Decreto 
por el que !"Or¡fico lo Convención sobre Jos De,-echo" de las Personas con Discapacidad y su protocolo 
Facultativo, adoptaJos por la Asamblea Generol de las NOCiones UnlJas el ¡ 3 de diCiembre de 2006. 
Documento encontrado en: http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/60!2!2007 ·09-27 -l/assets/ 
documentos/die discapacltados_pdf 

I1 Ibldern, p_ 16, La reserva formulado por el Estado Mexicano se concentra en que en caso de 
existir conflicto entre las normas del Estado y el artículo 12 párrafo 20. de la Convención, se opllcará 
aquella que represente mayor protección para la persono con discapacidad, siempre con estricto 
apego 01 prinCipio pro ha mine 
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... con lo absoluta determinación de proteger los derechos y 

la dignidad de las personas con discapacidad, los Estados 

Unidos Mexicanos interpretan el párrafo 2 del ariículo 12 de 

la Convención, en el sentido de que en coso de conflicto entre 

dicho párrafo y la legislación nocional habrá de aplicarse -en 

estricto apego al principio pro homine lo norma que confiera 

mayor protección legal, salvaguarde la dignidad y asegure la 

integridad física, psicológica, emocional y patrimonial de los 

personas. 

En opinión de Alonso Korim Gonzólez, la Declaración no es 

clara par su ambigüedad y no se sobe exactamente cuól fue lo 

rozón que la motivó, ya que no existe un argumento O razo­

namiento al respecto, ni en el Dictamen ni en las discursos de 

las senadores el día de lo aprabación de lo Declaración. e, El mismo 

autor sostiene que o pesar de ser uno Declaración, tiene de hecho 

las mismas características de uno Reservo y cito, paro sostener 

su postura, o Paul Reuter, quien ha señalado: "Los Estados ex­

presan o menudo su intención en formo ambiguo obedeciendo 

o consideraciones políticas internas, en particular por medio de 

declaraciones interpretativas que no tendrían ningún sentido si 

no fuesen de hecho reservas'.' 3 

Concluye Alonso Karim González que se puede sostener: 

que la intención del Estado mexicano al formular la Declara­

ción Interpretativa más alió del estricto apego al principio pro 

hornine fue la de excluir la aplicación del artículo 12 párrafo 

2 de la Convención, con objeto de mantener la aplicación de 

'Pn..-Cl CCY10c.er C.LU Le lo portiClp(VI',~ll ellO Mexlc.u e" :u reclc,>: ('n de o C.olwem Ión Ulud,r o 

'CUPOClelCJel IUríellC.o ue 1m per:;üno:, con d $(CfX"ldod ,op (,1 
Peul Reuter, intro¡-JI!(CIO" (Jiderechu de ,'os tmlorl'rl", /Cl ed. Tmd E(Luruo L )uórC?, MexlC'o 

hJl1uU de (ultrHrJ Erollom·C'Cl, f) 6 (;tUllU pur GOrllfllez, 0.0 el! 0.112 
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154 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

la legislación nacional en materia de capacidad de las per­

sonas con discapacidad. 14 

La Declaración sirvió para demostrar cómo nuestro país 

pretendió, en todo momento, defender la institución de la tutela, 

sin abrirse o la posibilidad de un cambio en el paradigma con 

respecto de las personas con discapacidad. Más tarde, la De­

claración fue levantada expresomente por el Decreto de 8 de 

diciembre de 2011;15 en razón del mismo que reformó el artículo 

lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El nuevo texto elevó a rango constitucional el principio pro 

persono, que obliga a los jueces nacionales a resolver cada 

caso, atendiendo a la interpretación más favorable para la per­

sona. Ante el retiro de la Declaración Interpretativa de México, 

el Conseja Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad (CONADIS) se pronunció en 201 1 

en los siguientes términos: 

Sin Declaración Interpretativa de por medio, será necesario 

reformar la legislación civil para eliminar la interdicción y la 

tutela, normatividades que en la actualidad no permiten que 

personas mayores de edad, con discapacidad intelectual, 

puedan acceder al derecho de tramitar su credencial para 

votar, entre muchos otros ejemplos.16 

14 González, op. cit., p. 112. 
15 Diario Oficial de lo Federación, México, 2011 , Tamo DCXCIX encontrado en: http://dol.gob. 

mx/nolo detollti!:!fl_~~99igº.=_5.22_3jQl &f~~hº=08/12(2011 que textualmente expresa: "ÚNICO.­
Se apruebo el retiro de lo Declaración Jnterpretativo a favor de los Personas con Discapacidad, for­
mulada por el Gobierno de Jos Estados Unidos Mexicanos al depositar su instrumento de ratificación 
de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su ProtocoJo FacuJtativa, 
adoptados por laAsambleo General de los Naciones Unidas el trece de diciembre de 2006". México, 
D. F., o 26 de oc/ubre de 2011.- Sen. José Gonzélez Morfín, Presidente.- Sen. Arturo Herviz Reyes, 
Secreta río. -Rú bricas. g 

16 CONADIS, Boletín número 131 "CONADIS se congratula por el retiro de la declaración in­
terpretativa de la Convención", 26 de octubre de 2011. Consultado en: http://www.conadis.salud 
9 ob. mx/i nterior /50 lo_de _prensa/ o nle ri ores/ reli ro _ declo roC! on _interpretativo. htm I 
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El retiro de la Declaración Interpretativa y a pesar del pro­

nunciamiento de CONADIS, en México no se ha llevado a cabo 

ningún cambio en la legislación civil que lleve la intención de adap­

tarse al nuevo modelo social para atender la discapacidad. 

4. ANÁLISIS DE LA PRIMERA SALA DEL ESTADO 

DE INTERDICCiÓN EN EL DISTRITO FEDERAL 

a) Estudio de los normas cuyo validez fue impugnado 

La sentencia de la Primera Sala aclaró que el estudio contenido 

en su decisión, tuvo como objetivo analizar si las limitaciones a 

la capacidad de ejercicio producidas por el estado de interdicción 

establecido en la legislación del Distrito Federal son razonables, 

atendiendo al ámbito en que las mismas se desenvuelven ya los 

derechos involucrados en la materia, es decir, si el agravio pro­

ducido portales restricciones es proporcional, en aras de proteger 

a las personas con discapacidad. 

Si bien el quejoso combatió en su demanda de amparo 

solamente los artículos 23 y 450, fracción 11, ambos del Código 

Civil para el Distrito Federal, la Primera Sala no se limitó a la 

exposición de tales numerales, sino que optó par realizar un plan­

teamiento integral de la interdicción a la luz de los principios y 

directrices de la misma, a efecto de dilucidar si los ajustes razo­

nables que tal régimen instituye son idóneos acarde a los dere­

chos fundamentales involucrados en la materia. 
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La sentencia se refirió al artículo 23, el cual define al estada 

de interdicción 17 cama: "una restricción a la capacidad de ejer­

cicio, que no significa menoscabo a la dignidad de la persona 

ni o la integridad de la familia; los incapaces pueden ejercitar 

sus derechos o contraer obligaciones por medio de sus repre­

sentantes." En consonancia con lo anterior, el artículo 450, 

fracción 11, del Código Civil para el Distrito Federal, indico que 

tienen incapacidad natural y legal los mayores de edad que por 

causa de enfermedad reversible o irreversible o por su estado 

particular de discapacidad, ya seo de carácter físico, sensorial, 

intelectual, emocional, mentol o varias de ellos o la vez, no pue­

dan gobernarse, obligarse o manifestar su voluntad por sí mismos 

o por algún medio que la supla. 

La Corte explicó que el juicio de interdicción consiste en 

un mecanismo pracesal, en virtud del cual, un órgano jurisdic­

cional constato la existencia de una causal que, acorde a la 

legislación, conlleva una limitación a la capacidad de ejercicio. 

La restricción de lo capacidad jurídica del individuo se encuentra 

justificada por la necesidad de salvaguardar sus derechos me­

diante el auxilio de otra persona. Adicionalmente, la sentencia 

hizo una descripción del juicio de interdicción en virtud del cual 

el Juez debe constatar la existencia de la diversidad funcional que 

pasee la persona con discapacidad. Para tal fin, el juzgodar de­

berá solicitar la opinián de médicos especialistas en la materia, 

a partir de los cuales analizará los elementos del caso concreto y 

decretará, en su caso, el estado de interdicción. 

I Se hoce notar que el legislador continuó utilizando el término interdicción y no el de Incapa­
citaCión que utilizan otras legislaciones como lo españolo. 
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Señolo lo sentencia que lo persono cuya estado de interdic­

ción se trote, podrá ser escuchado duronte el procedimiento "si así 

lo pidiera", tal como lo regulon tonto el Código Civil como el 

Código de Procedimientos Civiles. En lo sentencio de interdicción, 

el Juez estableceró los actos jurídicos de carácter personalísimo 

que podrá realizor quien vaya o quedar sujeto o tutelo, determi­

nándose con ello lo extensión y límites de la misma. b 

En el follo de la Corte, se cita el ortículo 537, frocción IV, 

del Código Civil que establece como obligación del tutor adminis­

trar el caudal de los incapacitados: ' ... EI pupilo será consultado 

poro los actos importantes de la administración cuando seo 

capaz de discernimiento y mayor de 16 años." 

El Alto Tribunal se refirió o una de las obligaciones del tutor 

de lo mayor importancia, la de presentar en enero de cada año 

un informe al Juez, complementado con el certificado de dos 

médicos psiquiatras que declaren acerco del estado de lo persono 

sujeta a interdicción poro que el juzgador se cerciore del estado 

que guarda el pupilo y tome las medidas que estime convenientes 

paro mejorar su condición. 9 Lo temporalidad de la tutelo se 

encuentra sujeto a lo duración del estado de interdicción, pues 

lo misma se extinguirá cuando desaparezco la causa en virtud 

de la cual se declaró la interdicci6n)! 

5. NUESTRO ANÁLISIS DEL ESTADO 
DE INTERDICCiÓN EN EL DISTRITO FEDERAL 

Lo Corte se refirió a ciertos artículos que regulan tonto lo inter­

dicción como la tutelo, pero en aras de lograr una mejor com-

, ,A--hulo 462 del Código C,vd poro .. i n''itmo rederol 
i"rculo 546 dcllod'go Civil pmu ei DlSlfI"O loderol 

, ,"vi'culo 606 dRI Cód'Jo [,,,d poro el I),stwo Federel 
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prensión de estas figuras, consideré oportuno realizar una breve 

retrospección histórica que nos sirva para conocer cuáles fueron 

los fundomentos y razón de ser de la interdicción y cuál ha sido 

la evolución de la institución tutelar desde su creoción por el 

derecho romano y su adopción por nuestro sistema jurídico. 

El propósito de tal análisis es poder concluir que ambas figuras 

corresponden a un sistema de representación, justificado en su 

origen por la necesidad de protección de un patrimonio, más que 

de las personas que carecen de facultad para autogobernorse. 

a) Antecedentes 

El derecho romano fue el sistema jurídico responsable de la 

creación del concepto de copacidad jurídica a la que distinguió 

de su opuesto, la incapacidad. El mismo sistema elaboró dos 

figuras poro la atención de la incapacidod, cada una con fun­

ciones que dependían del tipo de incapacidad en que lo persona 

se encontrara. La incapacidad de una persono podía obedecer 

a cuolquiera de las siguientes causas: folta de edad, razón de 

sexo -entiéndase las mujeres- la alteración de las facultades 

mentales y la prodigalidad. Las dos primeras correspondían a 

las incapacidades naturales y las dos segundas eran las legales, 

denominadas así porque pora su constitución era preciso el de­

creto de un magistrado, quien al fijar la interdicción, señalaba 

la institución bajo la cual quedoría sujeta la persona, ya fuera la 

tutela o la curatela. La tutela era la figura de representación 

pertinente para que los incapaces tuvieran acceso a la escena 

jurídica y la curatela se ocupaba de supervisar los actos que rea­

lizara aquél que había sido declarado pródigo. El propósito de 

la declaración de interdicción no era otro que el de prohibir 

a las personas afectodas de ella compromete' el patrimonio fami­

liar y la función principal del tutor se justificabll por la necesidad 
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de garantizar un buen maneja de la fortuna del pupila. Era deber 

fundamental del tutor conservar intacta el patrimonio del pupila.2l 

La tutela romana correspondió a un sistema de protección pa­

trimonial, preocupado más en proteger el interés general de la 

familia que el particular del incapacitado. 22 Lejos estaba el interés 

de los romanos en preocuparse por el bienestar del declarado 

interdicto V, menos aún, de respetar su voluntad. 

Nuestro pais en su época independiente -fiel a la tradición 

romanista, continuada par el derecho español- reguló la inca­

pacidad en el Código Civil de 1870. Nuestro primer texto nacio­

nal señaló que el objeto de la tutela era la guarda de la persono 

y bienes de los que no estando sujetos a la patria potestad, tenían 

incapacidad natural y legal o sólo la segunda, para gobernarse 

por sí mismos. Esto concepción fue un cambio notable con res­

pecto a la tutela creada por los romanos, pues se observa ya 

una preocupación directa por la persona y bienes del pupilo. 

La curatela subsistió en los mismos términos que en Roma hasta 

1884, cuando un nuevo Código Civil la desapareció y quedó 

sólo la institución de la tutelo como figura de protección. En el 

siglo pasado, desde 1928, el Título Noveno del Código Civil para 

el Distrito Federal reguló la tutela en los mismos términos que el 

Código de 1884. 

b) Análisis del estado de interdicción en la legislación vigente 

El texto original del artículo 450 del Código Civil en 1928 expre­

saba: "Tienen incapacidad natural y legal ... fracción 11.- Los 

21 Morineou Iduorte, Marta, Igles,as Ganzólez, Ramón, Derecho Romano, 30. ed ,colección de 
Textos JurídiCOS Universitarios, México, Harla, 1987, p. 76. 

'2! Montero Duhalt, Soro, "Derecho de familia", México, Porrúa S.A., 1984, p. 360. 
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mayores de edad privados de inteligencia por locura, idiotismo 

o imbecilidad, aun cuando tengan intervalos lúcidos." Gracias a 

una oportuna reforma, el texto vigente suprimió los términos 

infamantes para quedar como sigue: 

padecen incapacidad, ademós de los menores de edad, los 

mayores que por causa de una enfermedad reversible o irre­

versible o por su estado particular de discapacidad, yo sea de 

carácter físico, sensorial, intelectual, emocional, mental o varios 

de ellas o la vez, no puedan gobernarse, obligarse o manifestar 

su voluntad por sí mismos o por algún medio que la supla. 

El objeto de la tutela, según el articulo 449 del Código Civil, 

es: "la guarda de la persona y bienes de los declarados en estado 

de interdicción así como su representación en todos los actos en 

que éste intervenga y se cuidará preferentemente de la persona 

de los incapacitados." Esta última frase, responde a una creciente 

preocupación por el bienestar del declarado incapaz, pero sos­

tiene el modelo de representación. 

El artículo 23 expresa que la minoría de edad, la interdicción 

y demás incapacidades legales son "restricciones a la capacidad 

de ejercicio, que no significan menoscabo a la dignidad de la 

persona ni a la integridad de la familia; los incapaces pueden 

ejercitar sus derechos a contraer obligaciones por medio de sus 

representantes." Si bien se destaca la intención del numeral de 

preocuparse par la dignidad de la persona y la sentencia se 

refiere a que en su implementación se hará un ajuste razona­

ble que tome en cuenta la necesidad de una asistencia, lo cierto 

es que el artículo 23 claramente se refiere al modelo de repre­

sentación, puesto que el declarado baja interdicción no puede, 

en ningún caso, ni bajo el consejo o la asesoría de nadie, actuar 
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en el ámbito iurídico aunque tuviera ciertas aptitudes para ha­

cerlo; sólo su representante puede eiercitar sus derechos o 

cumplir con sus obligaciones. 

Podria pensarse que el artículo 537 significa una atenuación 

a la regla del articulo 23, pero al establecer como obligación del 

tutor administrar el caudal de los incapacitados, señala una res­

tricción en la fracción IV: '· ... EI pupilo será consultado para los 

actos importantes de la administración cuando sea capaz de 

discernimiento y mayor de 16 años"; pero la hipótesis planteada 

por este articulo se limita a los actos importantes de la adminis­

tración y no prevé la necesaria consulta al pupilo respecto a 

otros actos también de carácter patrimonial, como lo serían la 

adquisición de préstamos bancarios, hipotecas y otras modali­

dades del crédito financiero por parte del incapacitado, como 

lo sugiere la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad." 

Además, caben las preguntas ¿por qué no se reconoce la 

autonomía del pupilo respecto a otro tipo de decisiones tan o 

más importantes que las patrimoniales, como lo serían las de­

cisiones médicas o personales? ¿No ameritaría una reforma o 

este texto de modo que la consulta al pupilo fuera obligatoria 

para el tutor, según el grado de discapacidad de aquél? 

La incapacidad derivada de la minoría de edad disfruta, en 

cambio, de un trato especial; a los menores de edad que son 

mayores de dieciséis años, suietos a patria potestad o tutela, se 

les reconoce la capacidad iuridica suficiente para llevar a cabo 

Nur¡le'ul :Jo., del urtí( ,lio 12 de lo COllVenclón sobce 10'; Uerec"os de ICJ~ f-'ersOllllS ("('1, 

lJlscanoudod 
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varios actos jurídicos, entre ellos, casarse,24 hacer testamento,25 

administror los bienes que adquieron por su trabajo26 o designar 

o su tutor dativo." Lo legisloción acepto que el menor de edad 

tengo lo posibilidad de darse cuento del significado de ciertos 

actos, así como de sus consecuencias y le permite celebrarlos sin 

lo necesidad de un representante. En cambio, o quienes han 

sido declarados bajo interdicción par los causas decretados en 

el artículo 450, fracción 11, del Código Civil, aun cuando su situa­

ción particular les permitiera tomar decisiones y comprometerse 

en un negocio jurídico, lo legislación vigente se los impide. 

Lo actual regulación de lo interdicción no dejo lugar o dudas, 

el único que puede tomar cualquier tipo de decisiones en nombre 

del pupilo es el tutor, sin que, por otro lodo, asumo lo obliga­

ción de atender los opiniones y deseos de éste; podemos concluir 

que si el objeto de lo tutelo es lo guardo de lo persono y bienes 

de los declarados en estado de interdicción, así como su repre­

sentación en todos los actos en que éste intervengo, estamos 

frente o características cloros que corresponden 01 modelo de 

representación y no 01 de asistencia. Esto situación es claramente 

contrario o lo dispuesto par el numeral 40., del artículo 12 de lo 

Convención sobre los Derechos de los Personas con Discapaci­

dad, el cual señalo que los Estados Porte asegurarán que se 

proporcionen los medidos relativos 01 ejercicio de lo capacidad 

jurídica, se respeten los derechos, lo voluntad y los preferencias 

de lo persono. 

24 Artículo 148 del Código Civil para el Distrito federal 
2.\ Artículo 1306, fracción 1, del Código Civil poro el Distrito Federol 
26 Artículo 429 del Código Civil paro el Distrito Federol 
77 Artículo 496 del Código Civil paro el Distrito Federol. 
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el Procedimiento para declarar la interdicción y las efectos 
de la declaración 

Ninguna tutela puede conferirse sin que previamente se declare, 

en las términos que disponga el Código de Procedimientos 

Civiles, el estado y grado de capacidad de las personas que van 

a quedar suietas a ella. Cuando el Juez determine mediante 

sentencia, que alguna persono debo quedar en estado de inter· 

dicción, tendrá que establecer en ésto los actos iurídicos de 

carácter personalísimo que la persona podrá realizar par sí 

mismo, determinándose con ello la extensión y límites de la tutelo 

según lo dispone el artículo 462 del Código Civil. 

Conforme a lo expresado en este texto, el Juez contaría con 

discrecionalidad para declarar el grado de capacidad de la 

persona, pero la práctica nos demuestra lo contrario. El iuzgador 

solo se enfrenta o dos opciones; o declara que la persona goza 

de capacidad iurídica o la declaro incopaz y, en este coso, el 

interdicto quedará suieto a la única figura de pratección regulada 

por el Código: la tutela con las funciones y características que 

ya hemos mencionado. En la actualidad, las sentencias de inter· 

diccíón no matizan ni se aiustan a los rosgos particulares ni a 

las necesidades de cada persona y no existe alguna otra figura, 

además de la tutela, que pudiera atender los intereses de alguien 

que padeciera una incapacidad leve a temparal. 

El resultado es que una vez decretada iudicialmente la inter· 

dicción, la autonomía de la persona quedará sustancialmente 

reducida. Únicamente podrá realizar los actos iurídicos "perso· 

nalísimos", ni siquiera personales, que determine el Juez. Queda 

al arbitrio iudicial establecer cuáles serán estos actos "persona· 

lísimos", ya que ni la legislación ni la iurisprudencia han hecho 
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una distinción entre éstos y los actos personales y, aunque signi­

ficaran lo mismo, su ejecución presentaría algunas trabas. Uno 

de las clásicos actos personales es el matrimonio; sin embargo, 

aunque la sentencia permitiera al declarado bajo interdicción 

casarse, éste no podría hacerlo, ya que el artículo 156 señala 

que es impedimento para contraer matrimonio: "Padecer algunos 

de los estados de incapacidad a que se refiere la fracción II del 

artículo 450". 

Tampoco el incapaz puede otorgar testamento, aunque la 

sentencia se los permitiere, ya que el Código Civil determina 

que tienen incapacidad para testar: "Los que habitual a acciden­

talmente no disfrutan de su cabal juicio",28 aunque sería válido 

el testamento hecho por un demente en un intervalo de lucidez, 

con tal de que al efecto se observen las prescripciones enume­

radas en el mismo Código.2? 

La persona declarada bajo interdicción tiene en su contra impe­

dimento legal para otorgar personalmente cualquier acto jurídico 

y siempre deberán hacerlo por medio de un tutor. Pero Jorge 

Alfredo Domínguez va más allá y opina que: 

aún hay actos jurídicos que por sus consecuencias no pueden 

otorgarse por cualquier persona de las personas señaladas 

en el artículo 450 ni siquiera mediante la intervención de su 

tutor, dado que para dichos actos y los efectos jurídicos que 

estos producen no padecen incapacidad de ejercicio sino de 

goce. 

?6 Artículo 1306, fracción 11, del Código Civil pora el Distrito Federal. 
?9 Artículo 1307. 

~--~--~~~-
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El mismo autor pone de ejemplo al enajenado mental por 

su imposibilidad de contraer matrimonio. El único acto permitido 

al enajenado mentol, siempre y cuando tenga momentos de luci­

dez, es el testamento,JO por tanto, pierde por completo su capa­

cidad de ejercicio y necesitará, a partir de la sentencia, de un 

tutor que asuma su representación total. limitar la atención de 

un incapacitado o su protección, guardo y representación a tra­

vés de un tutor sin tomar en cuenta la situación particular del 

incapacitado, produce consecuencias de suma gravedad que afec­

tan la autonomía y otros derechos de los declarados incapaces. 

A pesar de que la sentencio no hace referencia expresa al 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, con­

sideré necesario el análisis de algunos de sus artículos para 

comprender cabalmente la situación en que se encuentran quie­

nes, por alguna discapacidad, son sometidos a un juicio de 

interdicción. Los resultados nos permitirón comprobar si esta 

regulación cumple o no con los compromisos internacionales 

contraídos por nuestro país. 

Tanto el procedimiento de interdicción como el nombramiento 

de tutores y curadores, se encuentran regulados en el Título 

Decimoquinto de la Jurisdicción Voluntaria, pero el Código esta­

blece que la declaración de incapacidad cuando se trate de 

alguno de las causas a que se refiere el artículo 450, fracción 

11, del Código Civil, lo misma se acreditaró en juicio ordinario 

que se siga entre peticionario y un tutor interino. JI A pesar de 

este señalamiento, son numerosos los casos en que se tramita 

"Dornínguez Martínez, Jorge Alfredo, Derecho CIVIl. Porte General, MéXICO, Porruo, 1998, p. 184 
I Artículo 904 del Código de Procedimientos Clv¡les poro el Distrito federal 

165 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
          www.juridicas.unam.mx                                                                    http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Suprema Corte de Justicia de la Nación



166 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD. 

la interdicción de mayores de edad por jurisdicción voluntaria, 

como el caso a que se refiere este folleto. 

La llamada declaración del estado de interdicción -que 

debería ser denominada constitución de estado, pues se trata de 

una sentencia por la que se constituye un nuevo estado jurídico 

can consecuencias no meramente declarativas- puede solici­

tarse, según establece el artículo 902 del Código de Proce­

dimientos Civiles: por el mismo menor si ha cumplido dieciséis 

años, por su cónyuge, por sus presuntos herederos legítimos, por 

su albacea, por el Ministerio Público o por la institución pública 

o privada de asistencia social que acojo al hijo o hijos del pre­

sunto incapaz. Cabe preguntarnos ¿por qué los herederos legí­

timos o albacea, que generalmente son desconocidos hasta que 

se abre la sucesión, pueden iniciar el procedimiento? ¿Será por 

un interés del posible declarado interdicto o más bien para sal­

vaguardar el de los presuntos herederos? Se hace notar que 

entre los peticionarios enumerados en el artículo, no se encuentra 

la persona mayor de edad que pudiera estar bajo los supuestos 

del mencionado artículo 450, fracción 11. Esto es, una persona 

con posibilidad de percatarse de que padece algún problema 

mental no tiene la opción de iniciar su propio procedimiento de 

interdicción; de antemano, la legislación procedimental niega a 

una persona antes de ser juzgada y menos sentenciada, la legi­

timidad para iniciar su propio juicio de interdicción. 

El artículo 905 del Código de Procedimientos Civiles enu­

mera las reglas que deben seguirse en un juicio ordinario. En la 

fracción II de este precepto se expresa: "El presunto incapacitado 

será oído en juicio, si él lo pidiera ... " ¿Cómo puede el Juez co­

nocer la voluntad del presunto incapacitado si éste no se presenta 

a juicio para ser visto y oído? Fácilmente podría darse el supuesto 

de que el tutor interino expresara que la persona no pidió ser oído, 
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sin siquiera haberla consultada. ¿Podemos afirmar que este pre­

cepto respeta la garantía de audiencia reconocida en el pórrafo 

segundo, del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos? O no lo hace como ha sostenido en forma 

reiterado lo Supremo Corte de Justicia de la Nación." Si lo re­

solución por la que se declaro lo interdicción de uno persono es 

un acto privativo de sus derechos, tal resolución debe cumplir 

con los requisitos establecidos poro lo garantía de audiencia, yo 

través de un juicio ordinario no de jurisdicción voluntaria, el 

presente caso sirve para confirmar esta aseveración. 

d) Duración de la tutela 

Uno vez decretado el estado de interdicción, lo persona quedo 

bajo lo guarda y protección de un tutor. 2Es ésto una decisión 

TesIs Glslado publico do erl el SerflUllDrlü Jud,crul de la Federuclór¡, Sexto Epoco, Volumen eXII. 
Pmllforo Porte, póg'''ü 1 7; Reg IUS: 2:';680, de rubro y texto slgulerltes' "/NTEROICeION CODIGO 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIOS. INCONSTITUCIO­
NAlID/\.D DE: PROCEDIMIENTO EN SUS ARTlCULOS 904 y 905 -El procedimiento de Interdicción 
previsto por los ortícuios 904 y 905 del Código de Procedimientos Civ,les poro el D!S!nto Federal y 
TerritOriOS, en vigor, es Inconstituc'or,a l, porque no salvaguardo la garontío de audiencia en favol 
del presunto incapacitado, ya que desde un pr;nClplO y Sin ninguno diligencIo preVEO que estuviera 
dirigido a llevar 01 ónlmo delluzgodof un I"dluo de que la solicitud del pehClonaclo tlelle reoln,ente 
una base serra acepto grotultarnerlte lo pre~urlLlón de Incopocldad del demandado, y, sin Jar o éste la 
menor Intervención procesal paro que pueJo l'llcer valer sus defe'lsas contra lo HnputaClón de demefiua 
iil1putac;ón que, eventuolrneflte, puede ser totalmente mfundodo e Incluso de molo fe, constituyendo 
Ulla verdade!o culun1illo, lu coloco sin mós en ITionos de un tutor 'nterrno, qULen deberá representar 
en elll)rr;O de interdicción los interese, del presunto demente. En estas condiciones, COI' tan graves 
deficienCiaS, puede per1ectonlente ocurrir que una persono llegue o ser deciorada demente ludlciol­
!Dente ,lIl que el afedado alcarKe a advefl,,!o hostll después de concluido el procedilTi,ento respeclLvo, 
desde el momento en que en nrnguflu parte de los preceptos ¡uridlcos prOl eso les atacados aparece 
cakgollcamente ordenado la próct,co de d;l;genno flrocesal o:gUf"\O que obligue al Juez o tornar 
contacto dmxto (prrnciplO de Inmediatez procesan, con el demandodo; de tol manero que, Incluso 
lo certif,conón médrra exigido en todo c.oso por ia fracClórl 11 del articulo 90S, del código procesal 
combatido, poro acreditar el estado de demen{"lo, puede lIluy bien, en el coso lírl1r1e, ser espuno 
pues el propIo precepto no ordeno de manero preCISO que tal certifiCaCión se practique en i(] forrna 
de un 'reconocrn;lenlo del "Kap(]l er1 lo presencIo del JueL ", como con todo clorrdad y con 
curócler previo o todo otro prOVidenCia lo dispo~lof\ los artículos 1391 y 1394 del Código de Pro­
cedimientos Civiles de 1884; y, en todo coso, oun suponiendo que de confonnldad con dICho fracción 
II del miículo 90S combatido, lo certificación del e5'odo mentol del preSunto Incapacitado debo 
procticarse con lo ",ter.¡enCIÓn del Juez puesto que al final de dicha frocción se habla de que 'el tutor 
,nterino puedE:' nombrCJr un fT'édico poro que tome parle en la audiencia y ,e oiga su drdamen' sobre 
lo base de un reconoc'mlento médico del demondado (Jnte su preSenCI(], quedaría en pie el hecho de 
que tal diligenCIO pr-ocesal se realizaría con posteríorrdarl (] lo deSignación del tutor Interrno, lo cual 
corlSfltuye yo, de por si, UI10 cJa(o Violación de lo garantía de audienCia en perjuicio del demO'ldado ' 
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168 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD". 

definitiva a puede revisarse y modificarse de acuerda can la 

legislación actual? El artículo 466 del Código Civil establece 

que la temporalidad de la tutela se encuentra sujeta a la duración 

del estado de interdicción y el diverso 467 dispone que "esa 

interdicción no cesará sino por la muerte del incapacitada a por 

sentencia definitiva que se pronunciara en juicio, seguido con­

farme a las reglas establecidas para el juicio de interdicción". 

Estos preceptos nos permiten vislumbrar la posibilidad de 

que las interdicciones puedan ser revisadas y, si el caso lo ame­

rita, a ser revocadas por una nueva sentencia que declarara 

terminada la incapacidad. Congruente con esta línea de pen­

samiento, el artículo 546 del Código Civil señala la obligación 

para el tutor de presentar al Juez, en el mes de enero de cada 

año, un informe sobre el desarrollo de la persona sujeta a tutela. 

En el coso de las personas a que se refiere la fracción II del 

artículo 450, el tutor además está obligado a presentar un infor­

me en el que dos médicos psiquiatras declaren su diagnóstico 

acerca del estado del individuo sujeto a interdicción. Fue inten­

ción del legislador que el Juez se cerciorara del estado que 

guarda el pupilo y, en su caso, tomara las medidas convenientes 

para mejorar su condición, pero en el texto no se menciona que 

el propósito de solicitar los informes pudiera ser el inicio de un 

trámite para dar por terminada la interdicción. 

Por su parte, la fracción IV del artículo 905 del Código de 

Procedimientos Civiles señala que " ... mientras no se pronuncié 

sentencia irrevocable ... ". Esta expresión es clara; según este 

artículo la sentencia que se pronuncie en un juicio de interdicción 

tiene el carácter de irrevocable. Inclusive, cuando la redacción de 

este precepto es contraria a lo expresado por el Código suston­

tivo, es peligrosa y puede acarrear consecuencias tan graves 
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como que aun cuando surgiera la posibilidad de que el declarado 

interdicto hubiera me¡orado su situación, la sentencia que cons­

tituyó su nuevo estado no podría ser modificada. 

El Código de Procedimientos Civiles se aleja del modelo 

social, pues el declarado bajo interdicción no tiene posibilidad 

de solicitar la revisión de la sentencia que lo incapacitó, ni el 

Juez puede revisar de oficio el estado del incapacitado para 

detector algún cambio. Sólo por la voluntad del tutor y, en no 

pocas ocasiones, por su interés puede iniciarse una revisión del 

caso, aun cuando existiera una razón sólida para determinar 

que la discapacidad de la persona ha variado lo suficiente como 

para modificar la sentencia de interdicción. 

6. ESTUDIO DE LAS NORMAS 
CUYA VALIDEZ FUE IMPUGNADA 

La Primera Sala consideró posible realizar una interpretación 

confarme a la Constitución yola Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad de la institución del estado de 

interdicción en el Distrito Federal, a efecto de que ésta se conciba 

a partir del modelo social y, en específico, a partir del modelo 

de "asistencia en la toma de decisiones", por lo cual hizo las 

siguientes precisiones: 

La supremacía normativa de la Constitución no se manifiesta 

sólo en su aptitud de servir de parámetra de validez de todas las 

demás normas jurídicas, sino también en la exigencia de que 

tales normas, a la hora de ser aplicadas, se interpreten de acuer­

do con los preceptos constitucionales de forma que, en caso de 

que existan varias posibilidades de interpretación de la norma 

en cuestión, se escoja aquella que mejar se ajuste a lo dispuesto 
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170 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

en la Constitución. La supremacía intrínseca opera no sólo en 

el momento de la creación de las normas inconstitucionales, 

cuyo contenido ha de ser compatible con la Constitución en el 

momento de la aprobación, sino que se prolonga, ahora como 

parámetro interpretativo en la fase de aplicación de esas 

normas. 

La Sala resaltó la importancia de advertir que esta regla 

interpretativa opera con carácter previo al juicio de invalidez, es 

decir, que antes de considerar a una norma jurídica como cons­

titucionalmente inválida, es necesario agotar todas las posibili­

dades de encontrar en ella un significado que la haga compatible 

con la Constitución y que le permita, por tanto, subsistir dentro 

del ordenamiento; de manera que sólo en el caso de que exista 

una clara incompatibilidad o una contradicción insolvable entre 

la norma ordinaria y la Constitución, procedería declararla incons­

titucional. Mencionó que la interpretación de las normas con­

forme a la Constitución se ha fundamentado tradicionalmente 

en el principio de conservación de ley, que se asienta a su vez en 

el principia de seguridad jurídica y en la legitimidad demacrática 

del legislador. 

El principio de interpretacián conforme de todas las normas 

del ordenamiento a la Constitución, se ve reforzado por la re­

forma constitucional que obliga a maximizar la interpretación 

conforme en aquellos escenarios en los cuales, dicha interpre­

tación permita la efectividad de los derechos fundamentales de 

las personas frente al vacío legislativo que puede provocar una 

declaración de inconstitucionalidad de la norma. 

Precisado lo anterior, la Sala reconoció que respecto al estado 

de interdicción, el Código Civil para el Distrito Federal consagra 
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el denominado modelo de "sustitución en la toma de decisiones", 

mientras que la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad contiene el esquema conocido como "asisten­

cia en la toma de decisiones", el cual tiene como fundamento el 

modelo social de discapacidad antes mencionado. Sin embargo, 

estimó posible hacer una interpretación del modelo contenido 

en el Código Civil para el Distrito Federal, a efectos de que el 

mismo sea acorde a los derechos fundamentales establecidos 

en el tratado internacional previamente citado, los que constitu­

yen el paró metro normativo de validez de normas y actos al que 

debe atender ese Tribunal Constitucional. 

Así las cosas, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación consideró que los artículos 23 y 450, fracción 11, del 

Código Civil para el Distrito Federal, así como el régimen del estado 

de interdicción que dicha legislación contempla, no resultan incons­

titucionales siempre y cuando se interpreten a la luz del modelo 

social relativo a las personas con discapacidad. 

Comentario: México no es el único país que ha optado por 

esta decisión; España también ha elegido mantener su legislación 

en materia de incapacitación -nombre que en ese país dan a 

la interdicción- a pesar de los problemas que dificultan la im­

plantación del nuevo paradigma de tratamiento jurídico a la dis­

capacidad derivado de la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad. En sentencia de 29 de abril de 

2009 (RJ2009/290 1), el Tribunal Supremo fundamentó con vehe­

mencia su conformidad con los principios de la Convención, 

pera propuso simplemente una lectura acorde con la misma: 

... sólo esta interpretación hace adecuada la regulación actual 

con lo Convención, por lo que el sistema de protección esta-
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172 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

blecido en el Código Civil sigue vigente, aunque con la lectura 

se propone: Q"ue se tengo siempre en cuenta que el incapaz 

sigue siendo titular de sus derechos fundamentales y que la 

incapacitación es sólo una forma de protección .. 20. La in­

capacitación no es una medida discriminatoria porque la si­

tuación merecedora de la protección tiene características 

específicas y propias ... Estamos hablando de una persona 

cuyas facultades intelectivas y volitivas no le permiten eiercer sus 

derechos como personas porque le impiden autogobernarse .. ,33 

Natalia Álvarez Lata y José Antonio Seoane, autores españo­

les, no están en totol desacuerdo con esas expresiones del Supremo 

Tribunal, pero entienden que la sentencia no apunta a la verda­

dera dimensión del problema. La Convención y las demandas de 

las personas con discapacidad van más allá de lo afirmado en la 

resolución; el incapacitado no necesita meramente protección, 

sino de medidas juridicas que no los inhabiliten y que propicien 

el ejercicio autónomo de sus derechos en la mayor medido po­

sible. La regulación legal y la argumentación teórica que susten­

tan el régimen jurídico actual podrían considerarse una respuesta 

aceptable a las necesidades de las personas con discapacidad, 

pero incompleta porque no incorpora íntegramente el modelo 

articulado en la Convención. 34 Considero que estas mismas 

reflexiones son válidas respecto a la decisión de lo sentencia de 

la Primera Sala de proponer una interpretoción conforme, en vez 

de declarar la inconstitucionalidad de los artículos impugna­

dos del Código Civil. Existe entre la norma, la regulación de la 

interdicción y la tutela, el procedimiento establecido en el Código 

:n Sentencio citada en Álvarez Lata, Notolio y Seoone, José Antonio, "El proceso de tomo de 
decisiones de lo persono con discopocidod. Uno revisión de los modelos de representación y guarda 
a lo luz de lo Convención sobre los derechos de los personas con DiscapaCidad", Derecho privado y 
Constitución, Madrid, núm. 24, enero/diciembre 2010, p. 46. 

:1. Idem, p. 47 
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de Procedimientos Civiles y la Convención sobre los Derechos de 

las Personas con Discapacidad, una contradicción insalvable 

que amerita la promoción de un cambio legislativo de fondo. 

7. FIJACiÓN DE LOS LiMITES DEL ESTADO DE 
INTERDICCiÓN EN CADA CASO EN CONCRETO 

La Primera Sala aceptó el concepto de diversidad funcional 

propuesto por el modelo social, que tiene como finalidad la no 

discriminación y la igualdad entre las personas con discapacidad. 

La enorme variedad de diversidades funcionales se traduce en 

una amplia gama de discapacidades y pretender el mismo tipo 

de limitación a personas con discapacidades diversas, se tradu­

ciría en un incumplimiento del principio del modelo social de 

discapacidad. En su consideración, el estado de interdicción 

previsto en la legislación del Distrito Federal no deberá ser in­

terpretado como una institución jurídica cerrada, sino que debe 

considerarse como uno limitación a la capacidad jurídico, cuyo 

significado y alcance deben ser determinados por el grado de 

la discapacidad. 

El Juez deberá establecer los actos en que la persona con 

discapacidad goza de plena autonomía y en qué otros deberá 

intervenir el tutor para otorgarle asistencia. Se deberá propiciar 

que las restricciones sean las menos posibles, las estrictamente 

indispensables para la integridad física y mental de la persona, 

fomentando así el mayor escenario posible de autotutela y, por 

tanto, de autonomía. 

Comentario: El prapósito de la sentencia de establecer las 

restricciones mínimas a la autonomía de las personas y de reco­

nocer la enorme gama de discapacidades es loable y está de 
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174 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

acuerdo con los principios elaborados por la Convención sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad, pero nos pregun­

tamos: ¿Será posible alcanzar este propósito a través del sistema 

cerrado regulado en la legislación del Distrito Federal? Recar­

demos que aunque el Código Civil autoriza al Juez a estable­

cer el grado de incapacidad, sólo le permite declarar que una 

persona goza de plena autonomía o que, debido a sus discapa­

cidades, debe quedar al cuidado y de la única figura de pro­

tección que existe: la tutela. La sentencia se refiere a que "las 

restricciones sean las menos posibles, las estrictamente indispen­

sables para la integridad física y mental de la persona", pero 

entonces ¿Cómo se salvaguarda su patrimonio?¿Cómo se propi­

ciará que las restricciones sean las menos posibles si el Juez sólo 

puede permitir al declarado bajo interdicción realizar actos 

personalísimos -aunque no sepamos cuáles merecen esta deno­

minación- ya que ni el matrimonio ni el recanocimiento de hijos 

ni el testamento, que son actos personales, le están permitidos a 

quienes carecen de capacidad jurídica? 

El declarado bajo interdicción no goza, según la legislación 

vigente, de autonomía y la función del tutor está claramente 

definida por el Código Civil: la "guarda y protección de la per­

sona y sus bienes." La tutela es por antonomasia una institución 

de representación, no de asistencia. Por último, no queda claro 

cuál fue la intención de la Primera Sala al referirse "al fomento 

a la autotutela", o ¿será de la autonomía? 

8. INFORMES SOBRE LOS POSIBLES CAMBIOS 
EN LA DISCAPACIDAD DE LA PERSONA 

Cuando una sentencia declare el estado de interdicción, no debe 

entenderse que el mismo no pueda ser modificado ante un 
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escenario posterior, tal como lo establece el artículo 606 del 

Código Civil. Las sentencias deben poderse modificar acorde a 

las propias variaciones que sufran las diversidades funcionales 

que la persona presente, expreso la sentencia. 

Para constatar los cambios en la capacidad de la persona 

declarada bajo interdicción, el tutor está obligado a presentar 

en el mes de enera de cada año un infarme ante el juzgadar 

correspondiente, en el cual tendrá que exhibir un certificado de 

dos médicos psiquiatras que declaren acerca del estada de la 

persona sujeta a interdicción." Los integrantes de lo Primera 

Sala consideraron que el Juez también podrá solicitar informes 

adicionales-pudiendo requerir a los especialistas que estime 

pertinentes para tal efecto, como médicos, pedagogos, abogados 

u otros expertos de cualquier campo del conocimiento-, o alguna 

aclaración o evoluación del informe presentado por el tutor. 

El informe del tutor adicionado con cualquier otra tipo de informe 

que proporcione mayores datos, permitirán al Juez contar con ele· 

mentas suficientes para determinar si el estado de interdicción 

se conserva en sus términos o sufre alguna modificación. Dicha 

solicitud de informes, también podrá surgir a petición directa de 

la persona con discapacidad en cualquier otro momento. 

Comentario: Poro que el Juez esté en posibilidad de aplicar 

el artículo 546 del Código Civil, la sentencia de la Primera Salo 

extiende sus facultades indagatorias a modo que pueda solicitar 

los informes adicionales que juzgue oportunos para cerciorarse 

del estado que guardo el incapacitado; también le otorga facul· 

tad para determinm si el estado de interdicción decretado debe 
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ser conservado en los mismos términos o ha sufrido alguna mo­

dificación de consideración. 

Actualmente, y de acuerdo con el mismo artículo 546, el 

conocimiento que el Juez tenga del estado del incapacitado 

le permite "tomar todas las medidas que estime convenientes 

para mejorar su condición ll
, pero el texto no menciona alguna 

facultad para modificar los términos del estado de interdicción. 

En opinión de la Corte "el iuzgador, deberá tomar un ral más 

activo". Sin embargo, en la legislación vigente no está previsto 

una actuación de oficio del Juez para iniciar un nuevo prace­

dimiento con el prapósito de modificar el estado de interdicción. 

Tampoco se encuentra legislada la posibilidad de que la persona 

suieta a interdiccián pueda solicitar directamente informes sobre 

su estado. 

9. ASISTENCIA EN LA TOMA DE DECISIONES 

La Primera Sala reconoció que el esquema de sustitución por 

medio del cual la voluntad de la persona es sustituida por la de 

alguien más, que corresponde a la institución iurídica del tutor, 

regulada en el Código Civil para el Distrito Federal, no resulta 

acorde al modelo de "asistencia en la toma de decisiones" pro­

puesto por el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad, pero a pesar de aceptar que 

se trata de dos modelos distintos, el Supremo Tribunal estimó 

que es posible interpretar la legislación del Distrito Federal con­

forme a la Convención. 

Baio el criterio de la Primera Sala, la determinación iudicial 

que limite la capacidad iurídica deberá tomar en consideración 
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la primacía de la autodeterminación libre de la persona, a pesar 

de que se hubiese decretada la limitación a la capacidad jurídica. 

Conforme al sistema de estado de interdicción previsto en el 

Distrito Federal, la persona con discapacidad goza de su derecho 

inescindible de manifestar su voluntad, misma que deberá ser 

respetada y acatada, a pesar de que la misma no se estime "ade­

cuada" acarde con los estándares sociales. Al respecto, el tutor 

tendrá cama función asistirle en la toma de las decisiones carres­

pondientes, pero no podrá sustituir su voluntad. 

La Corte considera que la tutela ya no responde a una ins­

titución en la cual el tutor sustituye la voluntad de la persona con 

discapacidad, sino que ahora deberá asistirla para que ésta tome 

sus propias decisiones y asuma las consecuencias de las mis­

mas, en aras de incentivar su autonomía. Sin embargo, conoce­

dora de la realidad, la sentencia también hace referencia a los 

casos en que la asistencia en la toma de decisiones no será sufi­

ciente para asegurar la protección y el bienestar de quien padece 

la discapacidad, ante lo cual, deberá nombrarse a alguien que 

tome las decisiones en lugar de la misma. 

Comentario: La Primera Sala opiná que a través de una inter­

pretación conforme se puede dar un giro de 180 grados a la 

institución tutelar. De ser ésta una figura esencialmente de re­

presentación a sustitución, de acuerdo a las funciones que el 

Cádigo Civil otorga al tutor, puede ser convertida en una figura 

de asistencia. ¿No será pertinente reconocer que sustitución y 

asistencia son figuras antagónicas y que sería conveniente la crea­

ción de nuevas figuras que realmente respondan al modelo de 

asistencia? 
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La tendencia internacional, basada en las nuevas conocimien­

tos científicos sobre salud mental, se dirige hacia el recono­

cimiento de distintos grados de discapacidad; también existe 

conciencia en establecer distintas consecuencias jurídicas, según 

se trate de una discapacidad transitoria o permanente. Derivado 

de lo anterior, surge la pertinencia de otorgar un trato jurídico dis­

tinto a quienes padecen una ligera, una mediana o una total 

discapacidad, y de crear nuevas figuras capaces de brindar 

apoyo a quienes padecen algún tipo de discapacidad. 

Ejemplo de estas figuras lo tenemos en el weffare guardian, 

de Nueva Zelanda. Cuando una persona ha sido declarada 

completamente incapaz para tomar a comunicar decisiones, se 

le nombra un guardión con atribuciones para proteger los inte­

reses de los personas, función que resulta atractiva y alentadora 

para que la persona recupere y desarrolle de nuevo su capacidad. 

El weffare guardian, antes de tomar una decisión relacionada 

con la persona, tiene obligación de consultarla. 

En Francia se coloca bajo la curatela36 a la persona que, sin 

estar incapacitada, tenga necesidad de ser asistida de manera 

continua en los actos importantes de su vida civil, pero en caso 

de que necesite ser representada de manera continua, se le 

coloca bajo tutela. 37 

También Italia, Alemania, Nueva Zelanda, Inglaterra yalgu­

nos Estados de la Unión Americana, son ejemplo de los cambios 

significativos en el trato jurídico a quienes padecen alguna 

discapacidad. Nuestros legisladores deberón conocer las nuevas 

J6 Artículo del 440 01 453 del Código Civil francés 
J,' Artículo del 457-1 al 463 del Código Civil francés. 
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tendencias sobre la forma de otorgar protección y reconocer el 

mayor grado de autonomía posible a esas personas. Será per­

tinente escoger, de entre los extranjeros, algún modelo o crear 

uno nuevo si se juzga oportuno, con la intención de que funcione 

en la sociedad mexicana. 

El objetivo a alcanzar es la creación de nuevas figuras que 

garanticen la asistencia necesaria paro lograr, en las personas, 

el mayor grado de ejercicio de su autonomía y el discernimiento 

de uno tutelo sólo cuando la representación total sea indispen­

sable, en visto del grave deterioro mental y permanente del 

sujeto. 

10. LINEAMIENTOS PARA LA CONSTITUCiÓN 
DEL ESTADO DE INTERDICCIÓN 

El fallo de la Corte reconoció que la información poro fijar la 

incapacidad de una persona, no puede encontrarse limitada por 

aquello proporcionado por los psiquiatras o que se refiere el 

artículo 904 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal. Por el contrario, el Juez deberá requerir la información 

y dictámenes que estime necesarios, a efecto de conocer de 

formo integral lo diversidad funcional, sus alcances y su desen­

volvimiento social para lo cual podrá allegarse de datos de otros 

ámbitos, como la pedagogía e incluso la ciencia jurídica. 

En oras de que el juzgador se allegue de la mayor cantidad 

de elementos paro dictar su resolución, se torno indispensable 

reconocer la facultad a la persona con discapacidad para ex­

temar su opinión sobre el juicio correspondiente. Es fundamental 

que el juzgador tenga contacto directo con la misma en las dili­

gencias correspondientes. Además, se permitirá que una persono 
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de lo confianza de quien está sujeto o juicio, lo asisto durante 

el trámite respectivo. 

Comentario: Los pautas que menciono lo Corte para seguir 

el procedimiento jurisdiccional son acordes 01 derecho de acceso 

o lo justicia previsto en el artículo 13 de lo Convención sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad, el cual indica 

que los Estados deberán realizar ajustes a los procedimientos 

para facilitar la efectiva participación directa de las personas 

con diversidades funcionales. Asimismo, la sentencia crea una 

nueva figura coadyuvante, una persona de confianza que asista 

al sometido a juicio durante el trámite respectivo, la cual no tiene 

antecedentes ni está prevista en los procedimientos actuales. 

Desde luego, estamos a favor de que el Juez se allegue de 

la información más óptima y variada posible para estar en condi­

ciones de emitir la mejor de las resoluciones probables y consi­

deramos esencial que tenga contacto directo con la persona, y 

no sólo si ella lo pidiere, como lo menciona el texto vigente. Sin 

embargo, debe hacerse notar que las pautas sugeridas por la 

sentencia implican una reforma trascendente tanto al Código 

adjetivo como al sustantiva. Nos preguntamos ¿hasta dónde una 

interpretación acorde puede sustituir la legislación actual? ¿No 

sería más aconsejable la reforma legislativa que contemplara 

las pautas referidas en la sentencia? 

11. DIRECTRICES PARA LA INTERPRETACiÓN 
DEL ESTADO DE INTERDICCiÓN 

EN EL DISTRITO FEDERAL 

La sentencia estimó que el régimen del estado de interdicción 

en el Distrito Federal y su correspondiente tutela, son válidos en 
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tanto sean interpretados de conformidad con el modelo social 

consagrado en la Convención sobre los Derechos de las Perso~ 

nas can Discapacidad, así como con los derechos fundamentales 

contenidos en la misma. A fin de facilitar esa interpretación, 

la Corte presentó una serie de directrices las cuales no incluiré en 

estos comentarios, ya que se pueden consultar directamente 

en la sentencia y que se amoldan perfectamente al nuevo modelo 

de atención a lo discapacidad. 

Comentario: Las directrices contenidas en la sentencia de la 

Primera Sala se adaptan perfectamente al modelo social de 

atención a las personas can discapacidad y, en especial, al mo~ 

delo de "asistencia para la toma de decisiones"; pero nas pre~ 

guntamos nuevamente ¿serón suficientes las directrices para 

implementar cambias tan prafundos a la legislación vigente? 

¿No sería más conveniente que las mismas directrices se vieran 

refleiadas en una reforma a la legislación civil?" 

12. VOTO PARTICULAR QUE FORMULA 
EL MINISTRO JOSÉ RAMÓN cossío DíAZ 

EN EL AMPARO EN REVISiÓN 159/2013 

El Ministra Jasé Ramón Cossío emitió un vota particular que 

difiere sustancialmente del razonamiento sustentada en la sen~ 

tencia. Baio su criterio, las artículos impugnados por el queioso 

se encuentran afectados de inconstitucionalidad y expuso las 

razones para sostener su punto de vista. 

1 Yo la Primera Sola del Alto Tribunal, en el amparo resuelto el 71 de noviembre de 2017, había 
fijado 105 principios y directrices a la luz balo los cuales se deben anal,wr los órdenes jurídiCOS en 
materlO de dis(apacrdad Las d,reclrices se encuentran en lo tesIS de rubro' 'DISCAPACIDAD, PRE· 
SUPUESTOS EN lA MATERIA QUE DEBEN SER TOMADOS EN CUENTA POR LOS OPERADORES 
DEL SISTEMA JURíDICO MEXICANO_', publicado en el SefllQnol-io Judirlai de la Fedcr-ocrón y _,u 
Goce/o, DéCimo Epoca, I,hr-o XVI, Tomo 1, enero de 2013, página 633; Reg. IUS' 2002519 
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En su consideración, si bien es cierto que en ocasiones es 

conveniente hacer el estudio de determinada institución jurídico 

para analizar la constitucionalidad de los preceptos impugnados, 

ello no significa que pueda analizarse o valorar la totalidad de 

las normas del sistema, menos aun declararlas constitucionales 

mediante una interpretación conforme cuando éstas no fueron 

impugnadas. Es decir, no es posible forzar la constitucionalidad 

de la totalidad del sistema de manera artificial por medio de una 

interpretación conforme. 

Los artículos impugnados se insertan en un sistema que es 

contrario al modelo social previsto en la Convención y, en su opi­

nión/ no es posible que éste coexista con el modelo de sustitución. 

La institución de la interdicción parte del fundamento de la 

"restricción a la capacidad de ejercicio" y elllejercicio de derecho 

par medio de sus representantes", o de admitir que los mayores 

de edad que "no pueden gobernarse, obligarse o manifestar su 

voluntad". Esto, de ninguna manera puede considerarse un mo­

delo graduado de asistencia. 

Ademós, consideró que la interpretación conforme prapuesta 

por la sentencia va en contra de las obligaciones contraídas por 

el Estado Mexicano de ajustar la legislación que establece el 

actual estado de interdicción. Estas obligaciones no pueden cum­

plirse mediante una interpretación forzada que varíe su base o 

punto de partida. Asimismo, la no declaración directa de incons­

titucionalidad genera incentivos perversos, permitiendo que el 

legislador siga manteniendo la legislación actual haciéndola 

depender de su aplicación y trasladando, de manera incorrecta, 

su obligación legislativa a los jueces. 
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En su opinión, lo Supremo Corte debe generar los prece­

dentes necesarios que hagan inconstitucional, de manera gradual 

y mediante impugnaciones concretos, la institución de lo inter­

dicción, hasta que, en cumplimiento de lo normatividad consti­

tucional aplicable, el legislador del Distrito Federal ajuste la 

legislación en esos términos. Desde su punto de vista, lo que 

pracedía era modificar lo sentencia recurrido y conceder el am­

paro en contra de los artículos 23 y 45, fracción 11, del Código 

Civil. 

Al pretender salvar uno institución claramente contraria o 

lo Convención, no se le otorgo ningún beneficio 01 quejoso ni 01 

resto de los personas con eso condición. Lo declaración de incons­

titucionalidad de los artículos es el instrumento legítimo con el 

que la Corte cuento paro indicar 01 legislador lo necesidad de 

hacer lo modificación legislativa apuntada, conforme o su na­

turaleza como órgano representativo y democrático. Concluye 

el Ministro expresando que no existe justificación para que nuestro 

país se sigo pronunciando o favor de uno figuro como la tutelo, 

que privo de sus derechos a individuos afectados por algún tipo 

de discapacidad provocando que el medio seo aún más restrictivo 

con el sujeto. 

13. CONCLUSIONES 

Si bien es cierto que lo institución tutelar en nuestro país ha sido 

objeto de algunos modificaciones o lo largo de los años, la 

revisión que hemos presentado de lo legislación civil vigente nos 

muestra que los cambios implementados no han sido ni suficientes 

ni adecuados para lograr la protección y el respeto a los dere­

chos de las personas que padecen algún tipo de discapacidad. 
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De acuerda can la legislación vigente, estas personas no 

están facultadas para iniciar su propio iuicio de interdicción 

Y, una vez sujetas a uno, podrán ser oídas sólo "si lo pidieren" Y, 

claro, si el tutor interino hace llegar su voluntad al Juez. No existen 

medidas proporcionales y adaptadas a las circunstancias de 

cada una de las personas declaradas con discapacidad y menos 

aquellas que promuevan su desarrollo autónomo, ni otro figuro, 

además del tutar, cuya función fuera la de asistencia. Tampoco 

existe una norma que establezca exámenes periódicos por parte 

de la autoridad o un órgano iudicial competente, independiente 

e imparcial 39 de las personas declaradas en estado de interdic­

ción, ni que ella misma pueda iniciar la solicitud de tales exá­

menes, como tampoco que el Juez pueda, de oficio, iniciar un 

procedimiento para ajustar la decisión judicial conforme a los 

cambios ocurridos respecto a su discapacidad. 

Encontramos otra grave incorrección en la regulación del 

Código vigente. La intención de proteger o los incapaces llevó 

al legislador a regular en el Capítulo V del Título Noveno, la tutela 

de los menores en situación de desamparo. Sin embargo, y esta 

es la deficiencia, se olvidó de aquellos mayores que carecen de 

bienes y de un soporte familiar capaz de atender sus necesidades 

y representarlo. Nos preguntamos ¿por qué el Código Civil vi­

gente no se ocupa de ellos? ¿No será oportuno un cambio legis­

lativo para atender esta situación? 

Portado lo anterior, no podemos afirmar que México cumpla 

con sus obligaciones internacionales establecidas en la Conven­

ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Las 

39 Artículo 12, numeral 40. de lo Convención. 
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graves deficiencias de nuestra legislación y lo falto de las reformas 

necesarios no son explicables coma no lo es lo defensa o ultranza 

de uno figuro como la tutela,4o que si bien en el momento en 

que se instauró cumplía con la misión que correspondía o los 

conocimientos de la época sobre la discapacidad, en la actua­

lidad ha sido con mucho rebosada. 

Los comentarios y argumentos que expreso en el presente 

estudio llevan a una conclusión semejante a la del Ministra Cossío 

Díoz. No es a través de una interpretación conforme como se 

puede lograr que el modelo de sustitución encarnado en lo 

tutelo puedo adoptarse o un modelo de asistencia, es necesario 

un cambio legislativo. 

Estamos conscientes de que un cambia implica un mejor 

entendimiento de los derechos del incapaz, entre ellos, el de 

estar protegidos desde el momento en que se les detecte su impo­

sibilidad para autogobernarse; a recibir información sobre su 

estado de salud, su vida personal o el estado de su patrimonio; 

o emitir su opinión en los asuntos judiciales, administrativos y 

médicos que les concierna, atendiendo a su grado de capacidad 

y según el tipo de decisiones de que se trate; derecho a lo no 

discriminación, a la autodeterminación física y a decidir situa­

ciones respecto o sus relaciones cercanos. El rnejoramiento 

cualitativo de la protección de personas con alguna discapaci­

dad, pero también el reconocimiento de la mayar autonomía 

que puedan ejercer, es uno de los retos para alcanzar. 

4'J Como lo expliqué con anterioridad, 01 momento de ratlfiLar su adhes,ón 01 Trotado, México 
h,lO uno Interpretouón Declorot,vo paro defender la figuro de lo tutelo y considerarlo lo adecuado 
poro proteger o quienes padecen alguna discapacidad 
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